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León, Guanajuato, a 11 once de febrero del año 2009 dos mil nueve. .  

V I S T O S  para resolver, los autos del proceso administrativo identificado con el número 074/2008-JN promovido por los ciudadanos Manuel Ríos López y Juan José Campos Cruz; y,. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- La demanda fue presentada oportunamente dentro de los 30 treinta días hábiles siguientes a aquél en que surtió efectos la notificación a los actores del acuerdo impugnado, toda vez que refieren y así se desprende de las constancias que integran la presente causa administrativa, que fueron notificados el 13 trece de febrero del 2008 dos mil ocho. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

TERCERO.- La existencia del acto impugnado, consistente en el acuerdo emitido por el Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal, en fecha 12 doce de febrero de 2008 dos mil ocho, dentro del procedimiento administrativo disciplinario número 151/04-D.G.P.M; se encuentra debidamente acreditada en autos, con la copia del citado documento, aportada por los actores, así como por el reconocimiento que la autoridad demandada hace del mismo al contestar la demanda, por lo que tal documento hace prueba plena de conformidad con lo dispuesto en los artículos 78, 119 y 121, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
CUARTO.- Por cuestión de Orden Público y, por ende de estudio preferente, sea que las partes las hagan valer o que de oficio se adviertan, se procede al análisis de las causales de improcedencia y sobreseimiento previstas en los artículos 261 y 262, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En la especie, en la presente causa administrativa, la autoridad demandada hace valer las causales de improcedencia previstas en las fracciones I, II, III, IV y VII, del artículo 261, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, en relación con la fracción II, del artículo 262, del mismo Código. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por lo que hace a la causal prevista en la fracción I, del artículo 261, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, en razón de que no se afectan los intereses jurídicos de la parte actora, porque no se hicieron valer los recursos legales al alcance de los impetrantes del proceso, por lo que carecen de derecho. . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

Es infundado dicho argumento, debido a que los actores, una vez conocido el acuerdo impugnado, el que les fue notificado el 13 trece de febrero de 2008 dos mil ocho, sí hicieron valer el medio de defensa pertinente, que resulta ser el proceso administrativo que ahora se resuelve, dentro del término que establece el artículo 263, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa antes mencionado; además la autoridad se confunde al suponer que el hecho de no hacer valer un medio de defensa para impugnar un acto, actualiza la causal de no afectación a los intereses jurídicos de la parte actora, pues en todo caso, tal situación actualizaría la falta de definitividad o la extemporaneidad en la impugnación, pero de ninguna manera la prevista en la fracción I, del artículo 261, del Código en comento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


No obstante lo anterior, este Juzgador, en cuanto a la misma causal de improcedencia prevista en la fracción I, del artículo 261, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, advierte que se actualiza, en razón de que el acuerdo impugnado no afecta los intereses jurídicos de los actores, conforme a lo siguiente: . . . . . . . . . . . 

     Para intervenir en un proceso administrativo, se prevé como un presupuesto procesal indispensable la existencia del interés jurídico, el que deriva de un acto de autoridad que desconoce o niega el derecho subjetivo de un particular, y en virtud de lo cual, al sentirse afectado, éste acude a la instancia jurisdiccional. Esto es, para que el interés jurídico nazca debe existir: en primera instancia, un derecho protegido por una norma y, posteriormente, su afectación. Lo anterior deriva de la interpretación gramatical de los artículos 251, primer párrafo y 261, fracción I, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
     Luego entonces, el interés jurídico para efectos del proceso administrativo, como un requisito de procedibilidad, se traduce en la existencia de un acto personal y directo que implique la violación de un derecho subjetivo tutelado a favor del promovente (derecho que, derivado de la norma objetiva, se concreta en forma individual en algún objeto determinado otorgándole una facultad o potestad de exigencia oponible a la autoridad), ocasionándole un perjuicio directo en sus intereses jurídicos al ser transgredido por la actuación de la autoridad. Ese derecho protegido por el ordenamiento legal objetivo es lo que constituye el interés jurídico, requisito indispensable para la procedencia del proceso administrativo. . . . . . . . . . 

Así las cosas, de la lectura integral de la demanda promovida por la parte actora, se desprende que la intención de obtener la nulidad del acuerdo materia de la litis, es para que la autoridad demandada no reinicie un procedimiento administrativo disciplinario, porque ya se encuentra agotada la instrucción en el procedimiento disciplinario, expediente número 151/04 D.G.P.M; el que a la fecha se encuentra totalmente terminado, pues en su escrito de demanda, concretamente en el apartado de motivos de impugnación (visible a foja 3 del presente expediente) refieren textualmente: “ Todo lo anteriormente manifestado nos hace temer fundadamente que se nos deja en un estado de inseguridad jurídica dado que el órgano colegiado dolosamente le dio su propia interpretación a la resolución pronunciada por el Juez tomándolo como una nulidad relativa para efectos de dictar una nueva resolución, siendo lo anterior el argumento de la parte demandada para dictar un acuerdo en forma unilateral y totalmente fuera de contexto tratando de instaurarnos con ello un nuevo procedimiento correctivo disciplinario que a la fecha se encuentra totalmente culminado, tratando de someter a los suscritos dos veces a un mismo procedimiento por las mismas imputaciones que ya habían sido dilucidadas en forma total definitiva...”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


De lo manifestado por la parte actora se infiere que su pretensión, es que  el Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal, no inicie nuevamente un procedimiento disciplinario, por imputaciones que ya fueron analizadas al momento que se resolvió, el recurso de inconformidad  expediente número 300/2005, por éste Juzgado Segundo Administrativo Municipal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Ahora bien, el acto impugnado, consistente en el acuerdo de fecha 12 doce de febrero del 2008 dos mil ocho (visible a fojas 11 de este expediente), a través del cual se dejan sin efecto las actuaciones del procedimiento administrativo disciplinario con número de expediente 151/2004 D.G.P.M., a partir del 7 siete de febrero del 2007 dos mil siete, emitido por el Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal, al estimar que el continuar el trámite de dicho procedimiento implicaría una violación al debido proceso legal, señalando textualmente: “... y aunado a lo anterior debe mencionarse que los hechos materia de responsabilidad de la presente causa legal acaecieron en fecha 25 veinticinco del mes de enero del 2004 dos mil cuatro, habiendo transcurrido al día de hoy mas de 03 tres años de la comisión de los mismos y ya que como se desprende de las propias constancias que integran la presente causal legal, en ánimo de no violentar garantía alguna a los CC. Juan José Campos Cruz y Manuel Ríos López, se determina conforme a lo acordado por el Pleno del Consejo... se procede a dejar sin efecto alguno el presente procedimiento administrativo disciplinario, a partir de lo actuado desde el 7 siete de febrero del año 2007 dos mil siete...”, lo que trae como consecuencia que el citado procedimiento administrativo disciplinario finalizó con el acuerdo ya señalado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Ahora bien, conforme a lo anterior, no existe afectación al interés jurídico de los actores Manuel Ríos López y Juan José Campos Cruz, pues como se aprecia tanto del acuerdo impugnado, como del escrito inicial de demanda, que la pretensión de ambas partes -actores y demandada- es coincidente en el sentido de que no se continúe la tramitación del procedimiento administrativo disciplinario expediente 151/2004 D.G.P.M.; luego entonces, si los actores persiguen el mismo objetivo que la autoridad demandada al dictar el acto impugnado, resulta que no existe afectación a sus intereses jurídicos . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


A mayor abundamiento, en la contestación de la demanda, la autoridad municipal señaló, que el acuerdo que se combate no se dictó en perjuicio de los actores, ni se les formularon nuevas imputaciones; lo que viene a confirmar que el acto que emitió el Consejo demandado, no es sino el cumplimiento de la aspiración de los actores, según lo manifiestan en su escrito de demanda. . . . . . . . 

Asimismo, de las copias simples de las fojas 294 doscientos noventa y cuatro a la 469 cuatrocientos sesenta y nueve, que forman parte del expediente administrativo disciplinario número 151/04 D.G.P.M, aportadas por los actores; se desprende que el día 7 siete de febrero del 2007 mil siete, se reanudó el trámite de dicho procedimiento, al dictar el Secretario Técnico del Consejo, un acuerdo en el que determinó que se contaba con los medios de convicción suficientes para actualizar algunas faltas graves a los ahora actores, ordenándose dar vista al Consejo de Honor y Justicia, siguiéndose su tramite hasta las audiencias públicas a los ciudadanos actores, en el mes de junio del año 2007 dos mil siete; actuaciones que al emitirse el acuerdo combatido en el presente proceso administrativo fueron dejadas sin efectos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Consecuentemente también se dejó sin efecto el acuerdo de fecha 21 veintiuno de mayo del año 2007 dos mil siete, (visible a foja 98 noventa y ocho del presente expediente), por el que el Secretario Técnico del Consejo, había acordado nuevamente el inicio del procedimiento administrativo disciplinario en contra de los actores; de lo que se deduce que el acuerdo impugnado, de ninguna manera afecta el derecho subjetivo de los promoventes de este proceso. . . . . . . . . 

Es así que, en el caso en concreto, el acuerdo combatido, mismo que es parte del  procedimiento administrativo disciplinario número 151/2004-D.G.P.M, dictado por el Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal demandado, no constituye un acto que les ocasione a los actores, un perjuicio, luego entonces, no se satisface el requisito necesario para la procedencia del proceso, precisamente porque si bien es cierto existe interés jurídico de los actores Manuel Ríos López y Juan José Campos Cruz, también lo es, que no se acredita la afectación al mismo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En virtud de todo lo antes expresado, se tiene que en la presente causa administrativa, no se cumple con el requisito “sine qua non” de que la parte actora acredite que se le afecta su interés jurídico para la procedencia del proceso administrativo, por lo que se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción I, del artículo 261, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por lo que es procedente sobreseer el presente proceso administrativo, con sustento en lo establecido por el artículo 262, fracción II, del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
QUINTO.- En virtud de que se actualiza una causal de improcedencia que trae como consecuencia el que se decrete el Sobreseimiento del presente proceso, no se analizan las restantes causales de improcedencia que hace valer la autoridad demandada, pues ello resulta innecesario, ya que no se modificaría el sentido de esta resolución; así como tampoco se estudian los conceptos de impugnación expresados por los actores, pues la actualización de una causa de improcedencia, impide conocer respecto del fondo del asunto. . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por lo anteriormente expuesto y, con fundamento además en lo señalado en los artículos 261, fracción I, 262, fracción II, 298 y 299, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es de resolverse y se: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
R E S U E L V E :
Segundo.- Se sobresee el presente proceso administrativo, por las consideraciones lógicas y jurídicas expuestas en el Considerando Cuarto de la presente resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a los actores personalmente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros que se lleva para tal efecto. . . . . 
Así lo resolvió y firma el Licenciado Ernesto Alejandro Mora Álvarez, Juez Segundo Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Acuerdos, la Licenciada María del Rocío Villanueva Sánchez, quien da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

